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Informe Defensorial sobre  la participación de las personas con discapacidad en la vida política y pública
RESTRICCIONES DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, RESPECTO AL DERECHO AL SUFRAGIO:   PRINCIPALES OBTÁCULOS. 
Es importante iniciar destacando que las personas con discapacidad en Panamá,  jurídicamente  no tienen  ninguna restricción legal para emitir su voto, como quiera el Código Electoral de la República de Panamá de 1993, con las reformas introducidas por la Ley N° 22 de 14 de julio de 1997, dispone en su Artículo 254  que: “la votación será secreta. Los notoriamente ciegos y físicamente imposibilitados para actuar sin ayuda podrán hacerse acompañar por personas de su confianza”.
En la práctica, tanto a las personas con discapacidad visual (ciegos) o invidentes, como a las personas con discapacidad física para desplazarse sin  ayuda, se les reconoce la prioridad para votar en las distintas mesas electorales.

Por otra parte, el Código de la Familia, aprobado en 1994, en su Artículo 517,  brinda una definición y establece una clasificación de personas con discapacidad.  En ese sentido, establece que una persona con discapacidad, es aquella que presenta cualquier restricción o impedimento del funcionamiento de una actividad, ocasionado por una deficiencia en la forma o dentro del ámbito considerado normal en el ser humano.

Tales normas, en lo que respecta al derecho al sufragio, han tratado de aplicarse cabalmente, no obstante, hay que destacar, que en ciertas zonas del país, ha existido la tendencia a abusar de ese derecho por parte de los candidatos de los diferentes partidos políticos, quienes de manera mal intencionada comisionan a sus activistas o militantes políticos, para que acompañen a las personas con discapacidad intelectual e inclusive física, a los recintos de votación “supuestamente secretos”, con la finalidad de asegurarse que la persona vote a favor del candidato de su predilección.
Otra medida que procura facilitar la emisión del sufragio de las personas con discapacidad en Panamá, consiste en que las mesas de votación de estos electores, estén ubicadas en la planta baja de los centros de recepción de votos, de forma tal que no se vean obligados a tener que utilizar escaleras o superar barreras arquitectónicas para votar. 

Sin embargo, un problema que subyace, pese a las normas legales establecidas para viabilizar el sufragio de las personas con discapacidad, es el hecho que aún en la actualidad no se logra ubicar e identificar previamente a todas las personas con discapacidad (habilitadas para votar  en el país), lo cual cambia el panorama el día de las elecciones, toda vez que se presentan votantes con discapacidad, a centros que no están adecuados estructuralmente para recibirlos. 

En la actualidad en Panamá, no se ha implementado el voto electrónico o automatizado,  es decir, que la emisión del voto se realiza de manera manual, mediante la utilización de boletas electorales.
Pese a ello, el Código Electoral, en su Artículo 252, contempla la posibilidad del uso de máquinas  de votación.
Otro aspecto a considerar, en lo que se refiere a los obstáculos que confrontan las personas con discapacidad al votar, es que en nuestro país, no se utilizan  boletas de votación  impresas en braile para las personas con discapacidad visual. Ello sin soslayar, que no se establecen circunscripciones especiales para que sufraguen las personas con capacidades diferentes. 
No obstante lo señalado,  el Tribunal Electoral Panameño estudia nuevas formas (para las elecciones del 2014), de incluir en el proceso electoral el voto de las personas con discapacidad y el perfeccionamiento del voto electrónico. 

Uno de los métodos que se pretende adoptar para facilitar el voto de las personas con discapacidad, es el voto por teléfono, lo cual obligaría a trabajar en un sólido sistema de informática.  El otro método es el sistema de lectura y escritura táctil braille.
Vale mencionar,  que las citadas propuestas aún están en el proceso de consulta con el Consejo Nacional de Partidos Políticos, a fin de verificar su factibilidad.
Finalmente, no debemos dejar de anotar, que las limitaciones existentes para que las personas con discapacidad en Panamá puedan ser elegidas, mantienen vigencia en las ya conocidas barreras en la educación y la en la pobreza, que impiden a la población con discapacidad descollar en cualquier espacio social, más aún en el ámbito político, dentro del cual se requiere mucho más que voluntad y esfuerzo para aspirar a ser elegido en un cargo público dentro del aparato estatal. 
BUENAS PRÁCTICAS DEL ESTADO PANAMEÑO Y OTROS ACTORES PARA ASEGURAR QUE PERSONAS CON DISCAPACIDAD, PARTICIPEN EN LA VIDA POLÍTICA Y PÚBLICA SOBRE UNA BASE IGUALITARIA CON TODOS.
La República de Panamá ha promovido la creación de diversas normas orientadas al reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad.
En ese sentido, se destacan los esfuerzos realizados en la formulación de programas para superar las inequidades sociales, consientes que ello es el primer camino para   alcanzar una verdadera participación ciudadana de las personas con capacidades diferentes.  Así nace el Programa de Red de Oportunidades, y muy especialmente el Plan Nacional para la Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, el cual está conformado por cuatro líneas  estratégicas, a saber:
· Concienciación y Sensibilización
· Adecuación y Aplicación de la Normativa Jurídica
· Equiparación de Oportunidades
· Promoción de la Investigación
Respecto a la Adecuación de la Legislación Nacional, se adaptaron leyes, tales como la Ley Nº 23 de 28 de junio de 2007, por medio de la cual se crea la Secretaría Nacional de Discapacidad, como ente rector para dirigir y ejecutar las políticas públicas en beneficio de las personas con discapacidad y sus familias. 
Por otra parte, en lo que se refiere a la supervisión independiente, no podemos dejar de mencionar, que se refuerza la independencia presupuestaria de la Defensoría del Pueblo (con las últimas modificaciones a la Ley 7 de 5 de febrero de 1997, en el año 2009), pues hasta ese momento su presupuesto estaba contemplado dentro del Presupuesto de la Asamblea Nacional de Diputados. 
A través de las modificaciones introducidas se obliga al Estado a dotar de presupuesto suficiente para asegurar sus funciones. De igual forma, se modifica la forma de escogencia del Defensor del Pueblo, quien anteriormente era nombrado por el Presidente de la República y ratificado por la Asamblea Nacional.

Lo destacable, es que con las modificaciones introducidas se establece en forma especial dentro de sus funciones el de velar por los derechos de las personas con discapacidad,  por la cultura y  las costumbres de los grupos étnicos nacionales, lo cual se convierte en una garantía para estos sectores de atención prioritaria, que una entidad independiente vele por el cumplimiento efectivo de sus derechos. 
Asimismo, el Estado panameño reafirmó su compromiso por la integración social de las personas con discapacidad al ratificar a través de la Ley Nº 25 de 10 de julio de 2007, la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y el Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, adoptados en Nueva York por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006, la cual contempla dentro de sus preceptos el derecho inalienable de de las personas con discapacidad a gozar de las mismas garantías fundamentales que el resto de la población. 
BUENAS PRÁCTICAS PARA ASEGURAR CONSULTAS CERCANAS Y ACTIVAS CON PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y SUS ORGANIZACIONES DE REPRESENTACIÓN EN PROCESOS DE TOMA DE DECISIONES.  
Sin lugar a dudas, la  estructura organizativa que representa el mayor escenario de participación en la actualidad en Panamá de las personas con discapacidad y su familias,  lo constituye el Consejo Nacional Consultivo de Discapacidad (CONADIS), el cual  de acuerdo a lo establecido en la Ley 23 de 2007 (que crea la Secretaría Nacional de Discapacidad), es un organismo cuyo objetivo fundamental es el de coadyuvar en la formulación de la política nacional para la integración social, económica y cultural de las personas con discapacidad y sus familias y por ende,  es el encargado de promover  e impulsar acciones encaminadas a la salvaguarda de los derechos humanos de tan importante grupo poblacional. 
Dicho Consejo, está encabezado por el Presidente de la República, por los Ministros de Estado, la Defensoría del Pueblo de la República de Panamá, representantes de organizaciones no gubernamentales de personas con discapacidad y sus familias, empresas privadas y organizaciones empresariales sindicales y ecuménicas, lo cual evidencia y asegura la representatividad en la toma de decisiones de todos los sectores sociales.
Es importante resaltar, que las funciones dadas a la Secretaría Nacional de Discapacidad, y al CONADIS, son reforzadas  por el Decreto Ejecutivo Nº 56 de 23 de julio de 2008, que ordena la creación en todas las instancias de gobierno, instituciones autónomas y semi autónomas, de una Oficina de Equiparación de Oportunidades, para ejecutar acciones concretas en interés de la población con discapacidad, y por tanto, mantener esa coordinación y vinculación directa con la SENADIS, con miras a dar cumplimento a la políticas sociales generadas en la materia.

Aunado a lo anterior, el Estado Panameño, en conjunto con otros Estados miembros de la Organización de Estados Americanos, OEA,  ha impulsado el cumplimiento de la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, logrando con este esfuerzo la instalación del Comité Interamericano para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, en la Ciudad de Panamá en febrero de 2007 - Resolución AG/RES.2167 (XXXVI-O/06).
Igualmente, y gracias a esta iniciativa, la OEA determinó la proclamación del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad 2006-2016, cuya Oficina de Seguimiento del Programa de Acción se creó mediante Resolución AG/RES. 2339 (XXXVII-O/07). Esta oficina ha sido instalada en la capital Panameña, y recibió de éste país el aporte económico para su funcionamiento por los dos primeros años. 

Cabe mencionar, que el CONADIS es el escenario natural que en  nuestro país permite a las personas con discapacidad y sus organismos de representación, involucrarse  en el seguimiento de la Convención sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad.

Un ejemplo claro de ello, lo podemos observar en el trabajo que en la actualidad adelantan las siete (7) Comisiones que conforman el Consejo Nacional Consultivo de Discapacidad CONADIS, las cuales están  encargadas cada una dentro de su ámbito de aplicación y competencia de  supervisar que el Estado panameño, a través de las distintas entidades gubernamentales, ya sean estas autónomas o semi autónomas, cumplan con los principios y mandatados de la ley Nº 25 de 10 de julio de 2007, que ratifica en Panamá la Convención sobre los Derechos Humano de las Personas con Discapacidad.

Las comisiones del CONADIS, supra citadas, integran a las instituciones de acuerdo a la afinidad de sus funciones, de la siguiente manera:

1. Educación, 
2. Salud y Seguridad Social, 
3. Asuntos Laborales, 
4. Economía, 
5. Derechos Humanos y Legislación,
6.  Cultura, Actividad física y Deportes, 
7 Turismo y Accesibilidad al Medio Físico y a la Información. 
RESPECTO A LAS ESTADÍSTICAS Y DATOS EN RELACIÓN AL GOZO DE LOS DERECHOS POLÍTICOS DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

El Primer Estudio de Prevalencia y Caracterización de la Discapacidad en Panamá, también denominado PENDIS - 2006, representó la primera encuesta que sobre discapacidad se realizó en nuestro país, con carácter netamente científico, basada  fundamentalmente en las herramientas que ofrece la Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad, de la Salud (CIF), cuyo objetivo principal es brindar un lenguaje unificado y estandarizado, y un marco conceptual para la descripción de la salud y los estados relacionados con la misma, tales como educación, trabajo, recreación e información, sólo por mencionar algunos.  
Dicho en otras palabras, la CIF está basada en la integración de dos modelos que forman parte de la discapacidad el Biológico, y el modelo de Derechos Humanos, con el fin de conseguir la integración de las diferentes dimensiones del funcionamiento del ser humano, con o sin discapacidad, es decir,  en ese enfoque “biopsicosocial”.

Así  las cosas, PENDIS – 2006 permitió a través de sus datos, entre muchos otros elementos, establecer las regiones en las cuales se ubicaban las personas con discapacidad, la población total que presenta algún tipo de limitación, ya sea ésta física, mental o sensorial, sus principales características socioeconómicas, demográficas, educativas, laborales, epidemiológicas y sociales.  

El estudio in comento, mostró la prevalencia estimada para el año 2006, de 370, 053 personas con discapacidad en la República de Panamá. 
Desafortunadamente, las estadísticas y datos compilados por  el PENDIS, no reflejan datos específicos en relación al gozo de los derechos políticos de personas con discapacidad.


